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RESUMEN 

Bajo la necesidad de determinar la relación existente entre la 

responsabilidad administrativa y la ética de funcionarios públicos, de acuerdo con 

operadores de derecho del Distrito Judicial de Puno, 2025, se ha planteado como 

tipo de investigación al básico, en donde el diseño fue el correlacional, 

considerando a una muestra representada por 86 operadores de justicia, sobre los 

cuales se ha manifestado el empleo del cuestionario para garantizar la obtención 

de datos. Los resultados indicaron que la responsabilidad administrativa y la ética 

en funcionarios públicos alcanzaron una correlación de 0.741, evidenciando que 

las decisiones adoptadas en el ejercicio del cargo se asociaron con el modo de 

asumir deberes formales. Asimismo, las faltas administrativas no graves y la ética 

en funcionarios públicos mostraron 0.707, reflejando que las prácticas rutinarias 

sin supervisión estuvieron vinculadas con debilidades en valores personales. De 

igual forma, las faltas administrativas graves y la ética en funcionarios públicos 

registraron 0.725, indicando que las transgresiones severas guardaron relación con 

convicciones morales del servidor. La etapa de investigación y la ética en 

funcionarios públicos presentó 0.713, revelando que la valoración de evidencias 

se conectó con el talante de quienes intervienen. Se ha llegado a concluir que, el 

comportamiento ético de los servidores públicos se ha encontrado ligado de 

manera directa con la forma en la que se alcanzan a cumplir obligaciones, en 

cuanto a la presencia de irregularidades leves y graves, así como, en consistencia 

con el desarrollo de actuaciones de tipo indagatorias. 

Palabras clave: Responsabilidad administrativa, ética, funcionarios 

públicos, falta administrativa, servidor. 
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ABSTRACT 

Under the need to determine the relationship between administrative 

responsibility and the ethics of public officials, according to law operators of the 

Judicial District of Puno, 2025, the basic one has been raised as a type of research, 

where the design was the correlational, considering a sample represented by 86 

justice operators, on which the use of the questionnaire has been expressed to 

guarantee the obtaining of data. The results indicated that administrative 

responsibility and ethics in public officials reached a correlation of 0.741, 

showing that the decisions taken in the exercise of the office were associated with 

the way of assuming formal duties. Likewise, non-serious administrative 

misconduct and ethics in public officials showed 0.707, reflecting that routine 

practices without supervision were linked to weaknesses in personal values. 

Likewise, serious administrative offenses and ethics in public officials recorded 

0.725, indicating that severe transgressions were related to moral convictions of 

the servant. The stage of research and ethics in public officials presented 0.713, 

revealing that the assessment of evidence was connected with the time of those 

who intervened. It has been concluded that the ethical behavior of public servants 

has been directly linked to the way in which they achieve obligations, in terms of 

the presence of minor and serious irregularities, as well as, in consistency with the 

development of investigative actions. 

Keywords: Administrative responsibility, ethics, public officials, 

administrative fault, server. 
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INTRODUCCIÓN 

La gestión del estado en diferentes países ha dejado en evidencia un 

deterioro claro en cuanto a la credibilidad de la toma de decisiones, encontrándose 

relacionado con conductas que son ineficientes y a la distancia creciente entre la 

población y las instituciones, situación que no ha hecho más que debilitar el 

vínculo de confianza social (Guamán y Pérez, 2025). 

Las prácticas inadecuadas dentro del aparato estatal peruano no han hecho 

más que generar una serie de consecuencias en cuanto a la gestión, tales como la 

anulación de acuerdos, la alta demora que se tiene en los trámites y la apertura de 

procedimientos de tipo sancionadores contra los servidores, siendo un contexto 

que ha consolidado una percepción social claramente desfavorable acerca de las 

instituciones públicas (Niño, 2023). 

Las dificultades en el manejo de los recursos y en el cumplimiento de 

normas han originado sanciones que afectan el desempeño de los gobiernos 

locales, configurando un problema persistente en el ámbito regional (Condori, 

2022). En el espacio jurisdiccional se advirtieron decisiones poco uniformes, 

seguimiento insuficiente de deberes y vacíos en la conducción administrativa, 

factores que generaron tensiones internas y retrasos en trámites esenciales. Tales 

condiciones debilitaron la coordinación entre dependencias, produjeron errores en 

la gestión documental y extendieron efectos hacia la ciudadanía, la cual percibió 

irregularidades y pérdida de confianza, además de una notoria ausencia de 

criterios homogéneos para resolver actuaciones públicas. Bajo lo manifestado, se 

ha considerado la siguiente pregunta de estudio ¿Qué relación existe entre la 

responsabilidad administrativa y la ética de funcionarios públicos, de acuerdo con 

operadores de derecho del Distrito Judicial de Puno, 2025? 

La necesidad de actuaciones públicas de alta coherencia se ha vuelto un 

elemento importante para poder garantizar procedimientos de alta confianza en 

espacios en donde interactuaron diferentes operadores, debido a que la carencia de 

criterios uniformes ha generado tensiones y dudas en cuanto a la ciudadanía en 
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referencia con el comportamiento institucional. Dichas discrepancias han dejado 

en evidencia la importancia de poder explicar la clara relevancia social de la 

conducta funcional y de las prácticas diarias que llegan a sostener la credibilidad 

dentro del sistema. 

La estructura interna del estudio ha quedado representada por medio de la 

exposición de los problemas que han sustentado a cada uno de los objetivos y 

suposiciones de análisis, en donde se ha complementado por medio de los 

elementos justificatorios y reconocimiento de variables (capítulo I). Así mismo, la 

exposición de dicho problema se ha complementado por medio de aportes teóricos 

y antecedentes que ayuden a generar información y conocimiento sobre el 

problema (capítulo II). Mientras que, el capítulo III ha buscado la relevancia de la 

metodología que beneficie el ofrecer respuesta a los objetivos en el capítulo IV, y 

con ello, comparar información por medio de autores. Para culminar con lo 

manifestado, el capítulo V ha dejado en evidencia a las conclusiones y las 

recomendaciones, en complemento con las referencias y anexos. 
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CAPÍTULO I 

EL PROBLEMA DE LA INVESTIGACIÓN 

1.1. Descripción de la realidad problemática 

A nivel internacional, la administración pública ha afrontado una notable y 

progresiva crisis de legitimidad derivada por prácticas y actos ineficientes, por 

casos de corrupción, así como por el continuo distanciamiento entre las entidades 

públicas y la ciudadanía (Guamán y Pérez, 2025). Sumado a ello, en Ecuador la 

carencia de un código de ética formal en el Gobierno Autónomo Descentralizado 

es un factor que impacta de forma negativa en el desempeño y en las funciones de 

los servidores estatales, dado que genera falta de consistencia, transparencia, así 

como de claridad en el actuar de los funcionarios (Ugsiña, 2024).  

Asimismo, la promoción de la ética al igual que de la integridad referente a 

la administración pública resulta ser crucial para fortalecer la confianza de las 

personas y eliminar la corrupción en los entes estatales. Frente a ello, las 

capacitaciones en ética son importantes para promover una cultura de 

responsabilidades y transparencia; no obstante, la medición de su efectividad es 

un desafío continuo que se ha reflejado en los en la falta de integridad y 

responsabilidad de los funcionarios (Urgilés, 2025).  

A nivel nacional, el comportamiento no ético de los funcionarios tiene un 

aspecto muy marcado con la mala práctica y la vulneración al debido 

procedimiento de la gestión administrativa, situación que genera nulidad de 

contratos, al igual que dilación de procesos y la responsabilidad de los servidores 

implicados conducidos a procesos administrativos disciplinarios, así como a 

sucesos penales y/o civiles. En el Perú la mayoría de las entidades públicas son 
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percibidas como deficientes y negativas por la población, debido a los casos de 

corrupción por parte de las autoridades (Niño, 2023).  

En la misma línea, actualmente en el Perú sigue persistiendo la falta de 

credibilidad y de confianza de los peruanos hacia las autoridades, representantes 

políticos, así como en la administración del Estado. Al respeto, los servidores 

públicos son quienes tienen que evidenciar no sólo ética y responsabilidad en sus 

funciones, sino responder oportunamente a las demandas de los ciudadanos, sin 

embargo, el sector público ha reflejado innumerables actos de corrupción en los 

que los funcionarios y autoridades han estado envueltos (Farfán et al., 2022). 

Sumando a ello, las actuaciones irregulares de la Administración y la transgresión 

de la ética pública son otros de los problemas públicos (Güechá y Guechá, 2021).   

A nivel regional, la incidencia de responsabilidad administrativa es una 

problemática continua en la región de Puno, donde los gobiernos locales son 

quienes mayormente han estado implicados en estos problemas por no hacer un 

buen uso de los recursos públicos y por no cumplir debidamente con las 

normativas establecidas, cuya situación ha conllevado a que presenten diversas 

sanciones administrativas, donde ello ha intervenido en sus funciones laborales 

(Condori, 2022). 

El Distrito Judicial de Puno y los funcionarios que alcanzan a operar en su 

territorio evidencian un contexto marcado en cuanto a las prácticas funcionales 

dispares, decisiones administrativas carentes de uniformidad y debilidades en 

cuanto al seguimiento de las responsabilidades asignadas, generadas por vacíos en 

referencia con la aplicación de lineamientos éticos y administrativos. Este tipo de 

situación provoca tensiones internas, errores en cuanto a la gestión documental, 

retrasos ante actuaciones esenciales y un deterioro progresivo en términos de la 

relación entre los equipos que pueden intervenir en los diferentes niveles 

jurisdiccionales. Los efectos se llegan a extender hacia la ciudadanía, generando 

percepciones claras acerca de la irregularidad evidenciada, reducción de la 

confianza con los procesos públicos y complicaciones en referencia con el 

aseguramiento de procedimientos coherentes. Entre los problemas de mayor nivel 

de recurrencia se puede resaltar a la carencia de criterios que sean homogéneos 
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para la resolución de trámites, dispersión en la integración de obligaciones, 

relajación de conductas relacionadas con el deber público y la limitada 

delimitación de las funciones, llegando a configurarse como un panorama en 

donde la incidencia resulta ser clara acerca de las fallas estructurales, decisiones 

desarticuladas y comportamientos contrarios hacia los parámetros que son 

establecidos, profundizando de este modo el núcleo del problema como tal. 

1.2. Definición del problema 

1.2.1. Problema general 

¿Qué relación existe entre la responsabilidad administrativa y la ética de 

funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho del Distrito Judicial 

de Puno, 2025? 

1.2.2. Problemas específicos 

¿Qué relación existe entre la dimensión faltas administrativas no graves y 

la ética de funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho del 

Distrito Judicial de Puno, 2025? 

¿Qué relación existe entre la dimensión faltas administrativas graves y la 

ética de funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho del Distrito 

Judicial de Puno, 2025? 

¿Qué relación existe entre la dimensión etapa de investigación y la ética de 

funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho del Distrito Judicial 

de Puno, 2025? 

1.3. Objetivos de la investigación 

1.3.1. Objetivo general 

Determinar la relación existente entre la responsabilidad administrativa y 

la ética de funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho del 

Distrito Judicial de Puno, 2025 



4 

 

1.3.2. Objetivos específicos 

Establecer la relación existente entre la dimensión faltas administrativas no 

graves y la ética de funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho 

del Distrito Judicial de Puno, 2025 

Establecer la relación existente entre la dimensión faltas administrativas 

graves y la ética de funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho 

del Distrito Judicial de Puno, 2025 

Establecer la relación existente entre la dimensión etapa de investigación y 

la ética de funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho del 

Distrito Judicial de Puno, 2025 

1.4. Justificación y limitaciones de la investigación 

En un territorio en donde alcanzaron a converger diferentes operadores 

jurídicos, funcionarios públicos y demás servidores, la ciudadanía requiere de 

contar con actuaciones coherentes y ajustadas hacia parámetros de orden 

normativo que puedan garantizar procedimientos de alta confianza. La carencia de 

criterios homogéneos en el ejercicio funcional genera tensiones sociales, debido a 

que el usuario final llegó a observar discrepancias que pueden alterar no solo la 

percepción que se tiene del sistema, sino que resultó necesario el hecho de 

explicar el por qué la conducta institucional llega a requerir relevancia colectiva y 

el modo en el que las prácticas diarias pueden tener incidencia en la confianza que 

se le ve depositada hacia aquellos que administran funciones estatales, 

principalmente cuando las irregularidades pueden comprometer la estabilidad del 

entorno y afectando de este modo a aquellos que dependen de dichas actuaciones. 

En el trabajo cotidiano de los operadores de justicia, se pueden vivenciar 

prácticas dinámicas que requieren de la identificación de patrones coherentes con 

el desempeño útil, en cuanto a la mejora de la precisión de decisiones de orden 

administrativo. La información obtenida aportó insumos prácticos que puedan 

fortalecer la supervisión interna, permitiendo el reconocimiento del modo en el 

que ciertas conductas pueden tener repercusión dentro de la tramitación de 

expedientes, gestión documental y coordinación interinstitucional. Estos datos 
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resultaron valiosos para demás entidades de formación, órganos de control o 

equipos directivos, debido a que abrió la posibilidad de comprender el modo en el 

que la incidencia funcional llega a tener efecto dentro del flujo operativo de 

trabajo, brindando una base que sea sólida para el fortalecimiento de procesos de 

control público. 

El estudio tuvo contribución hacia el modo en el que se articulan criterios 

éticos y obligaciones de carácter administrativo dentro de un marco normativo 

con diferentes exigencias simultáneas. La revisión analítica permitió profundizar 

el modo en el que se pueden integrar responsabilidades, límites funcionales y 

deberes, enriqueciendo de este modo el entendimiento conceptual acerca de la 

actuación institucional dentro de escenarios complejos. Este enfoque brindó una 

aproximación que resultó útil para la precisión del modo en el que se produce la 

incidencia entre marcos de conducta y la exigencia jurídica, permitiendo que se 

pueda avanzar en la comprensión disciplinar sin la repetición de enfoques 

tradicionales centrados en la ausencia de estudios o vacíos investigativos. 

El diseño escogido brindó la posibilidad de examinar la incidencia entre 

las variables de estudio, por medio del empleo del cuestionario aplicado hacia 

operadores de justicia, quienes alcanzan a interactuar con normativas y 

procedimientos de forma continua. Este tipo de metodologías permitió la 

captación de percepciones especializadas que puedan reflejar comportamientos 

funcionales y apreciaciones de orden ético relacionadas con la labor diaria. Este 

tipo de enfoque resultó adecuado en términos de la interpretación del modo de 

configuración de patrones de comportamiento de dichas variables dentro del 

territorio de análisis. 

La importancia de esta investigación radicó en que permitió la 

observación de forma estructurada del modo en el que se articulan prácticas 

funcionales dentro de un territorio de elevada concentración de actividades 

jurisdiccionales. El análisis generó una visión rigurosa acerca de factores que 

puedan acompañar la toma de decisiones dentro de contextos en donde toda 

obligación institucional pueda requerir de una precisión constante. Su relevancia 

ante lo expuesto emergió al poder esclarecer el modo en el que determinadas 
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conductas llegan a modificar la interacción con demás usuarios, repercutiendo en 

la calidad del servicio y haciendo evidente la necesidad de comprensión profunda 

de elementos de estudio como la responsabilidad administrativa y la ética de 

funciones públicas. 

Bajo la exposición de las limitaciones de estudio, estas han quedado 

fundamentadas en clara consistencia con la necesidad de tener que intercambiar 

ideas entre diferentes profesionales, con la intención de poder analizar las 

coincidencias o las diferencias presentes en las valoraciones del problema de cada 

profesional. Así mismo, dicha información ha podido ser contrastada por medio 

de información numérica y estadística con la intención de que esta sirva como 

comprobación y validación de las exposiciones brindadas por los profesionales, 

las cuales han tenido que haber sido analizadas bajo la idea de generar 

conocimiento y ayudar a responder los objetivos de estudio. 

1.5. Variables 

Variable 1: Responsabilidad administrativa 

Variable 2: Ética en funcionarios públicos 

1.6. Hipótesis de la investigación 

1.6.1. Hipótesis general 

Existe relación significativa entre la responsabilidad administrativa y la 

ética de funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho del Distrito 

Judicial de Puno, 2025 

1.6.2. Hipótesis específicas 

Existe relación significativa entre la dimensión faltas administrativas no 

graves y la ética de funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho 

del Distrito Judicial de Puno, 2025 

Existe relación significativa entre la dimensión faltas administrativas 

graves y la ética de funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho 

del Distrito Judicial de Puno, 2025 
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Existe relación significativa entre la dimensión etapa de investigación y la 

ética de funcionarios públicos, de acuerdo con operadores de derecho del Distrito 

Judicial de Puno, 2025 
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

2.1. Antecedentes de la investigación 

2.1.1. Antecedentes a nivel internacional 

Heredia y Alvear (2025), Ecuador, buscaron analizar la responsabilidad 

administrativa (RA) en el servidor público según los derechos constitucionales. Su 

metodología fue explicativa, transversal, analítica, utilizaron la revisión 

sistemática. Además, sus resultados indicaron que, la imprecisión normativa y la 

discrecionalidad en los procesos administrativos tienden a comprometer los 

derechos fundamentales. Determinó en su conclusión que, es crucial concertar 

leyes, mejorar los protocolos de transparencia, así como capacitar para garantizar 

reglamentos convenientes, procesos equitativos y la obediencia a los principios 

constitucionales. 

Salazar y Herrera (2025), Chimborazo, evaluaron el principio de ética al 

igual que la probidad en el acto administrativo (PAA). Empleó una metodología 

explicativa, cualitativa, transversal, bibliográfica. Asimismo, los resultados 

mencionaron que, no hay una eficiente aplicación respecto a los principios éticos 

y PAA de la gestión pública. Frente a ello, concluyeron que, la inobservancia de 

los principios antedichos ha contribuido al soborno, a la malversación de recursos, 

así como al tráfico de influencias, causando efectos negativos para el desarrollo 

ecuatoriano.  
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Morante (2024), Argentina, se enfocó en estudiar la responsabilidad 

administrativa (RA) y su asociación con la ética en la función pública en 

Argentina. Al respecto, trabajó una metodología descriptiva, transversal, analítica, 

empleó la revisión sistemática. Además, sus resultados mostraron que, los 

problemas de desintegración normativa, las irregularidades en la ejecución, y una 

frágil composición de la ética en la cultura organizacional. Es por ello que 

concluyó que, se identificaron insuficientes componentes para la prevenir 

problemas de intereses, así como limitaciones en cuanto a la accesibilidad y 

eficiencia de los componentes de transparencia. 

2.1.2. Antecedentes a nivel nacional 

Velarde (2023), Lima, valoró la responsabilidad administrativa (RA) y su 

asociación con la potestad sancionadora (PS) de la Contraloría. Además, su 

metodología fue explicativa, transversal, analítica, utilizó la observación y el 

análisis sistemático. Asimismo, los resultados exhibieron que, la PS 

administrativa en su vertiente plural presenta un sustento dogmático, los mandos 

administrativos, mandos sancionadores y fundamento jurídico. Llegó a concluir 

que, entre las variables analizadas hay asociación directa. 

Yovera (2022), Tumbes, buscó evaluar la ética y su asociación con el 

servicio público (SP) de los funcionarios. Al respecto, desarrolló una metodología 

descriptiva, correlacional, usó un cuestionario con 60 funcionarios. Igualmente, 

sus resultados expusieron que, referente al nivel de la ética, el 46.7% fue bueno, el 

36.7% fue regular y el 16.7% mencionó ser malo; empero el nivel del SP, el 

28.3% indicó ser bueno, el 50% regular y el 21.7% fue malo. Determinó en su 

conclusión que, entre las variables hay asociación, dado a una sigma <0.05 y una 

Rho=0.813.  

Ríos (2021), San Martín, se enfocó en estudiar la gestión de la ética (GE) y 

su asociación con el desempeño del funcionario público. Además, su metodología 

fue descriptiva, cuantitativa, empleó un cuestionario con 26 funcionarios. 

Asimismo, sus resultados revelaron que, referido al nivel de la GEM, el 19% fue 

bajo, el 77% mencionó que es medio y el 4% fue alto; mientras que el nivel del 
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desempeño, el 8% fue bajo, el 85% fue medio y el 8% fue alto. Finalmente, 

concluyó que, las variables se asocian, con una sigma <0.05 y una Rho=0.874.  

Ojeda (2021), Moyobamba, se orientó en analizar la designación de 

funcionarios y su asociación con la responsabilidad administrativa (RA). Efectuó 

una metodología cualitativa, transversal, analítica, aplicó una entrevista con 4 

funcionarios. Asimismo, sus resultados presentaron que, con las RA en el informe 

de control, pueden iniciarse procedimientos sancionadores según ley, señalando 

que hay mitigación de RA de forma parcial identificaron como favorables: 

inhabilidad mental, ejercicio de la función legal. Estableció en su conclusión que, 

entre las variables hay asociación directa. 

2.1.3. Antecedentes regionales o locales 

Paucar (2025), Puno, buscó analizar la prescripción de infracciones 

administrativas (PIA) y su asociación con la responsabilidad administrativa 

funcional (RAF) en los procesos administrativos. Igualmente, su metodología fue 

cualitativa, bibliográfica, transversal, empleó la revisión sistemática. Además, sus 

resultados reflejaron que, la carencia de aplicación de las reglas de prescripción en 

los procesos administrativos disciplinarios (PPAD) de la Gerencia genera 

perjuicios a los administrados, dado al desconocimiento normativo al igual que 

por la inobservancia en el cómputo de los plazos, donde ello vulnera el principio 

del debido proceso administrativo (DPA). Definió en su conclusión que, el 

desconocimiento de las reglas de PPAD perjudica los derechos al DPA. 

2.2. Bases teóricas 

2.2.1. Responsabilidad administrativa 

La responsabilidad administrativa se comprende como aquella serie de 

consecuencias jurídicas que llegan a surgir cuando un servidor público alcanza a 

incumplir aquellos deberes derivados del ejercicio de sus funciones, pudiendo 

generar la necesidad de valorar no solo su conducta, sino su nivel de 

cumplimiento normativo que rige la actividad del Estado. Este concepto se 

encuentra involucrando a la verificación de los actos o las omisiones que pueden 

alterar no solo la regularidad del servicio en sí mismo, sino que exige el poder 
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determinar si es que el comportamiento alcanza a vulnerar principios relacionados 

con la disciplina, eficiencia y probidad. De esta manera, es que dicha variable 

queda configurada como un mecanismo que se encuentra en fin de buscar 

asegurar a aquellos que gestionan recursos y decisiones de orden institucional, con 

la finalidad de que puedan actuar de acuerdo con parámetros que han sido 

establecidos de forma previa por parte de la administración (Bezes et al., 2025). 

En tal contexto, es que esta figura llega a incorporar una serie de 

procedimientos que se encuentran destinados hacia la examinación con rigor de la 

actuación funcional, llegando a establecer si es que corresponde la asignación de 

medidas correctivas centradas en el restablecimiento de la legalidad y el orden 

interno. Este tipo de revisión incurre en implicar valorar la coherencia entre las 

acciones que son registradas y los lineamientos que alcanzan a estructurar la 

actividad del estado, considerando tanto a la gravedad como al comportamiento y 

la repercusión que se tiene dentro de la organización. Por medio de esta 

valoración, se puede terminar la medida que corresponde, la cual puede llegar a 

comprometer una serie de advertencias, sanciones de mayor nivel de severidad o 

demás respuestas que son previstas para la preservación de la integridad del 

sistema público (Campos y Gil, 2025). 

Dentro del marco encomendado, esta categoría jurídica alcanza a cumplir 

una función de prevención, debido a que se encarga de orientar a los 

colaboradores del sector público hacia prácticas que sean responsables, con la 

finalidad de poder reducir situaciones centradas en el incumplimiento. Al poder 

definir una serie de criterios objetivos para la valoración de la conducta funcional, 

es que se alcanza a reforzar una cultura de orden institucional centrada en el 

respeto por la normativa, la adecuada administración de los recursos y la 

transparencia. Con ello, se puede garantizar que no solo la estructura del estado es 

la que se mantenga hacia niveles coherentes de continuidad y de orden, sino que 

se evite todo tipo de distorsión dentro de la gestión y la promoción del desempeño 

coherente con los fines públicos (Chávez y Beitl, 2025). 
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2.2.1.1. Dimensión Faltas administrativas no graves 

Las faltas administrativas no graves alcanzan a comprender una serie de 

conductas que tiene una menor severidad, debido a que estas no alteran de forma 

sustancial el funcionamiento del orden institucional, requiriendo de una respuesta 

de forma formal para poder establecer el respeto y el orden interno. Este tipo de 

infracciones alcanza a surgir cuando el funcionario llega a incurrir hacia 

incumplimientos que pueden afectar al debido desarrollo de sus deberes, sin que 

se llegue a comprometer principios indispensables del servicio. Su valoración 

puede considerar a la reiteración, intencional y las circunstancias que pueden 

rodear la conducta, con la intención de que se lleguen a determinar medidas 

proporcionales hacia el hecho de permitir la corrección de desviaciones tempranas 

para reforzar la disciplina organizacional (Cruz, 2025). 

Así mismo, este apartado se encuentra centrado en la examinación de 

comportamientos que dejan en evidencia descuidos, desatención en las funciones 

o la vulneración de menores hacia los lineamientos internos, centrándose en la 

prevención antes que en la sanción de tipo severa. La valoración administrativa se 

encuentra determinada en el hecho de si corresponde la aplicación de 

advertencias, recomendaciones formales o demás medidas que se encuentran 

ligadas hacia la mejora de la conducta funcional. Este tipo de respuesta busca la 

disuasión de reincidencia y el fortalecimiento de hábitos centrados en el 

cumplimiento, garantizando de este modo que todo trabajador pueda recuperar el 

estándar requerido para asegurar la regularidad y la continuidad en la gestión 

ofrecida por parte del estado (De Rozari y Ratnawati, 2025). 

Por otro lado, este tipo de infracciones operan como un primer nivel de 

control de tipo disciplinario que permite a la entidad el accionar de forma ágil ante 

la existencia de irregularidades leves, evitando de este modo que estas 

evolucionen hacia conductas de orden complejo. La administración, al hacer uso 

de criterios que sean objetivos en la valoración, busca la promoción de coherencia 

entre la conducta personal y la función pública, reforzando de esta forma, una 

cultura que se encuentre centrada en la responsabilidad dentro del contexto 

cotidiano. Con ello se puede asegurar que pequeñas transgresiones no alcancen a 
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convertirse en patrones de alto riesgo, preservando de este modo la adecuada 

organización dentro del entorno laboral y la eficiencia en la prestación de los 

servicios del estado (Demmke et al., 2025). 

2.2.1.2. Dimensión Faltas administrativas graves 

Las faltas administrativas graves abarcan actuaciones que vulneran de 

forma significativa deberes funcionales, generando afectaciones directas a los 

principios que estructuran la actividad estatal. Estas infracciones se manifiestan 

cuando el servidor incurre en conductas que comprometen la legalidad, la ética o 

la eficiencia del servicio, exigiendo una revisión exhaustiva para determinar su 

alcance. Al tratarse de infracciones de mayor severidad, la institución debe valorar 

el daño ocasionado, la intencionalidad y la posible afectación al interés público, 

considerando medidas disciplinarias firmes para restaurar el orden institucional 

(Fonseca, 2025). 

Adicionalmente, cuando se habla de este tipo de incumplimiento, es que 

este incurre en requerir de un análisis de alta rigurosidad de los hechos, con la 

finalidad de que se pueda validar la afectación que se ha hecho hacia un 

organismo del estado, en donde esto involucra la pérdida de confianza, 

inadecuado funcionamiento de la administración pública o la afectación hacia 

bienes de orden público. La autoridad validadora debe de requerir el análisis de 

testimonios, documentos y antecedentes que permitan construir una valoración 

íntegra de la conducta que ha tenido el colaborador. Este tipo de infracción suele 

generar que el participante pueda ser inhabilitado de sus funciones, con la 

finalidad de que se pueda proteger en todo momento, la integridad del sistema 

estatal como tal, asegurando con ello, la observancia de obligaciones 

fundamentales (González y Ordaz, 2025). 

De igual forma, estas infracciones requieren de contar con un enfoque que 

pueda ser preventivo y correctivo, en donde se permita no solo identificar 

patrones de riesgo, sino que estos puedan ser claros, con la finalidad de poder 

determinar el grado de responsabilidad que ha tenido un colaborador en referencia 

con la falta de ética en su accionar. Ante ello, se busca ofrecer garantías ligadas 

con el adecuado servicio al ciudadano, principios éticos y probidad. La severidad 
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de este tipo de conductas no solo plantea el resguardo de la conducta, sino que 

busca validar la confianza que la entidad tiene con el colaborador, en donde una 

adecuada gestión pública es la que genera comportamientos validados y éticos 

(Hellstrand et al., 2025). 

2.2.1.3. Dimensión Etapa de investigación 

La etapa de investigación constituye el proceso mediante el cual la 

administración recopila información necesaria para esclarecer hechos vinculados a 

presuntas infracciones funcionales. En esta fase se determinan los elementos que 

permiten establecer si la conducta atribuida al trabajador se adecúa a alguna 

categoría disciplinaria. La recopilación de evidencias, la revisión documental y la 

contrastación de versiones forman parte de este procedimiento, que busca 

garantizar imparcialidad y objetividad antes de adoptar decisiones que afecten la 

situación del servidor involucrado (Jungkunz y Schickhardt, 2025). 

También, esta fase cumple un papel decisivo para asegurar que la 

valoración disciplinaria se sustente en datos verificables y en un análisis 

cuidadoso de los hechos. La autoridad administrativa debe indagar con precisión 

la naturaleza del comportamiento, la existencia de normas vulneradas y la 

magnitud de la afectación institucional. Este examen permite diferenciar simples 

inconsistencias de conductas que puedan configurar infracciones más complejas, 

asegurando que las conclusiones respondan a criterios técnicos y no a 

apreciaciones subjetivas (Kawtar y Khadija, 2025). 

En suma, esta etapa se consolida como el eje que delimita la validez y 

consistencia del procedimiento disciplinario, pues determina si corresponde 

archivar el caso o continuar hacia la fase sancionadora. Su desarrollo exige 

transparencia, debido proceso y orden metodológico, garantizando que cada 

hallazgo se encuentre debidamente sustentado. La claridad alcanzada en esta fase 

permite que la administración adopte decisiones congruentes con los hechos 

investigados, fortaleciendo la confianza en los mecanismos de control y la 

correcta conducción de la función pública (Khan et al., 2025). 
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2.2.1.4. Teoría 

La teoría de la función administrativa desarrollada por Otto Mayer brinda 

un sustento que sea sólido para la comprensión del modo en el que la actividad 

estatal requiere de parámetros que permita la orientación del ejercicio del poder de 

acuerdo con criterios centrados en la rectitud y la legalidad. Desde dicha 

perspectiva, el apartado público no llega a actuar como una voluntad discrecional, 

sino que este debe de encontrarse dentro de los márgenes previamente definidos 

por parte del ordenamiento, lo que obliga a que todo acto estatal pueda 

encontrarse relacionado con los deberes verificables y objetivos (Güechá y 

Güechá, 2021). 

2.2.2. Ética en funcionarios públicos 

La ética en funcionarios públicos alude a una serie de parámetros que se 

encargan de orientar la conducta de aquellos que ejercen funciones para el estado, 

permitiendo que se pueda asegurar que toda decisión se encuentre ajustada hacia 

criterios de rectitud, probidad y servicio hacia la ciudadanía. Este tipo de concepto 

no solo incurre en que toda acción pueda ser desarrollada por parte del 

colaborador, sino que alcance a responder una serie de principios que resguardan 

la confianza por parte de la entidad, evitando prácticas que lleguen a distorsionar 

la finalidad del aparato estatal. De acuerdo con este tipo de guía normativa, se 

busca la promoción de que todo desempeño llegue a mantenerse en coherencia 

con valores que puedan garantizar la transparencia, respeto hacia la normatividad 

vigente y la coherencia entre el interés del público y la decisión que se alcance a 

tomar (Maring et al., 2025). 

En base a este contexto, la noción se encuentra integrada por una serie de 

elementos que permiten valorar si es que la actuación por parte de las personas del 

estado demuestra responsabilidad, imparcialidad y un compromiso que llegue a 

ser genuino hacia el bienestar común. La exigencia ética considera no sólo la 

valoración y cumplimiento de las reglas, sino que se encuentra ligado con la 

internalización de valores que puedan prevenir conflictos de interés, abusos en la 

posición y una serie de decisiones que puedan llegar a afectar la integridad de la 

entidad. Dentro de este marco, se encuentra orientada a la persona hacia 
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desarrollar comportamientos que fortalezcan la legitimidad del servicio del estado 

y asegurar un trato que sea justo hacia aquellos que se ven relacionados con la 

administración (Martin, 2025). 

Dentro de dicho marco, la ética relacionada con el ejercicio público puede 

operar como un pilar indispensable para la consolidación de la calidad del servicio 

y la confianza que se tiene hacia la ciudadanía de entidades estatales. Su empleo 

constante permite que toda organización pueda mantener estándares coherentes 

con la conducta, promoviendo el empleo responsable de los recursos y con ello, 

garantizando que el ejercicio del poder se vea limitado hacia fines que sean 

establecidos por parte de la ley. Al sostener una cultura centrada en la orientación, 

se evita que las decisiones personales puedan interferir dentro del deber funcional, 

y con ello, poder asegurar que cada actuación genere contribuciones 

fortalecimientos en el sistema democrático y el debido funcionamiento del 

apartado público (Mudher et al., 2025). 

2.2.2.1. Dimensión Principios del servidor 

Los principios del servidor comprenden el conjunto de pautas que se 

encargan de orientar la conducta funcional que este tiene en coherencia con 

estándares de disciplina, dignidad y coherencia dentro del ejercicio de las 

funciones del estado. Esta dimensión involucra no solo lineamientos que pueden 

guiar hacia la toma de decisiones, sino que procuran que cada uno de los 

involucrados pueda realizar una acción que cuente con coherencia armónica en 

términos del interés público y con el marco jurídico que permite la regulación de 

la labor administrativa. Por medio de este tipo de referentes, es que se busca que 

la persona pueda incorporar criterios que conlleven a asegurar no solo la 

transparencia, sino la conducta y la legalidad de cada acción, en donde se busque 

la responsabilidad conferida por la entidad basada en la ética (Ntema et al., 2025). 

Por añadidura, ello involucra la obligación de acción con imparcialidad, 

diligencia y sentido de servicio, evitando que se cuenten con comportamientos 

que puedan llegar a generar conflictos centrados en el interés o que se vulnere la 

confianza ofrecida. Cada uno de los principios puede funcionar como una directriz 

que busca orientar el proceder cotidiano, garantizando que la actuación se 
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encuentra desligada de intereses ajenos a la función propiamente dicha. De 

acuerdo con esta lógica, es que el cumplimiento de este tipo de lineamientos busca 

el fortalecimiento de la credibilidad institucional y reafirma el rol del servidor 

como un agente que se encarga de la custodia de decisiones, bienes y recursos por 

parte del estado (Rutherford et al., 2025). 

En esta coyuntura, la observancia de principios funcionales genera 

contribución hacia una estructura centrada en la cultura administrativa de orden 

coherente y sólido, en donde toda conducta de parte del personal reafirma el 

compromiso que se tiene con la finalidad pública. Gracias a este tipo de 

disposiciones, la entidad puede llegar a mantener estándares de orden y 

consistencia, evitando de este modo, una serie de desviaciones que obstaculicen la 

gestión. Su empleo constante no solo permite el aseguramiento de un desempeño 

apropiado, sino que plantea el establecimiento de un marco que permite la 

evaluación de la conducta y la promoción de mejoras constantes que puedan 

garantizar un ejercicio responsable dentro de la estructura del estado como tal 

(Samuel et al., 2025). 

2.2.2.2. Dimensión Valores institucionales 

Los valores institucionales hacen referencia a los elementos que definen la 

identidad ética de una entidad pública y orientan la manera en que sus integrantes 

desarrollan la labor cotidiana. Esta dimensión comprende principios que 

estructuran la convivencia organizacional y fortalecen la coherencia entre los fines 

institucionales y las decisiones adoptadas. Su presencia permite que la entidad 

mantenga un comportamiento uniforme, guiado por parámetros de respeto, 

responsabilidad y transparencia, asegurando que la organización proyecte solidez 

y credibilidad ante la ciudadanía (Syamsir et al., 2025). 

A su vez, esta dimensión incurre en que se pueda adoptar no solo la 

identificación de patrones culturales, sino que ello conlleve al fortalecimiento del 

compromiso que tiene el personal, con la finalidad de que todas las metas 

establecidas puedan ser alcanzadas a nivel institucional. Cada valor llega a 

funcionar no solo como un referente hacia el accionar interno, sino que esto 

conlleva a tener una conducta que sea gestionada adecuadamente, orientando 
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hacia la forma correcta de proceder dentro del apartado estatal (Bezes et al., 

2025). 

En este entorno, los valores institucionales llegan a operar como una serie 

de elementos que cohesionan la minimización de los riesgos y el funcionamiento 

público, en donde toda falta de consistencia en las decisiones que son tomadas o 

la existencia de arbitrariedad deben de ser supervisadas de forma constante, con la 

intención de que la ciudadanía pueda tener confianza en el accionar de las 

entidades del estado. Su prevalencia no solo tiene contribuciones hacia la 

edificación de una estructura organizativa que pueda ofrecer un adecuado nivel de 

respuesta, sino que se pueda justificar su existencia en base a la estabilidad y 

alineación con la utilidad pública (Campos y Gil, 2025). 

2.2.2.3. Dimensión Responsabilidades institucionales 

La responsabilidad institucional se concibe como el conjunto de 

obligaciones que una entidad debe cumplir para asegurar el adecuado 

funcionamiento del aparato estatal y garantizar la prestación eficiente de los 

servicios públicos. Esta dimensión define los compromisos que la organización 

asume frente a la sociedad, estableciendo parámetros que guían la administración 

de recursos, la gestión interna y la toma de decisiones. Gracias a estos 

lineamientos, se determina la forma correcta de conducir procesos y de mantener 

la coherencia entre lo que normativamente se exige y lo que efectivamente se 

realiza (Chávez y Beitl, 2025). 

Sumado a esto, esta categoría implica la delimitación clara de funciones, 

atribuciones y competencias que deben ejecutarse con responsabilidad y conforme 

a los objetivos institucionales. La entidad, al definir estos compromisos, establece 

mecanismos para el control interno, la supervisión de actividades y la verificación 

del cumplimiento de metas. Esta estructura permite identificar falencias, prevenir 

irregularidades y asegurar que cada proceso responda al marco legal y a las 

expectativas de la ciudadanía frente a la gestión pública (Cruz, 2025). 

En este marco, las responsabilidades institucionales adquieren relevancia 

al consolidarse como herramientas esenciales que ordenan la actuación del aparato 
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administrativo y permiten evaluar su desempeño. Su aplicación garantiza que las 

entidades mantengan niveles adecuados de transparencia, continuidad y eficacia, 

fortaleciendo la confianza social en la autoridad pública. Además, este enfoque 

promueve la adopción de prácticas coherentes con los principios del Estado, 

contribuyendo a la construcción de un sistema administrativo estable, responsable 

y orientado al bien común (De Rozari y Ratnawati, 2025). 

2.2.2.4. Teoría 

La teoría del garantismo jurídico formulada por Luigi Ferrajoli brinda un 

marco conceptual que se encuentra centrado en poder asegurar que el ejercicio de 

la autoridad se encuentre subordinado hacia una serie de reglas que puedan tener 

prevalencia no solo en la prevención de la arbitrariedad, sino en el resguardo del 

equilibrio entre las diferentes potestades del estado y de obligaciones de carácter 

normativo. En este enfoque, se puede valorar que toda actuación que se encuentre 

relacionada con la esfera pública debe de ser analizada de acuerdo con límites 

precisos, encontrándose basada en la racionalidad, transparencia y la sujeción 

estricta de una serie de normas que son definidas de forma previa (Bris, 2025). 

2.3. Marco conceptual 

Conducta disciplinada constante: Alude a la obligación de mantener un 

comportamiento ordenado y previsible, evitando actos que interrumpan la armonía 

interna o generen situaciones que desestabilizan procesos funcionales (Salazar y 

Herrera, 2025). 

Conducta funcional íntegra: Hace énfasis en la exigencia de 

preservación de un comportamiento que sea coherente con principios públicos de 

formalidad (Heredia y Alvear, 2025). 

Deber de probidad: Es una noción que incurre en que el servidor pueda 

actuar con una rectitud de orden permanente, evitando todo tipo de acción que 

pueda distorsionar la confianza que se le tiene (Morante, 2024). 

Diligencia en actos: Indica toda aquella responsabilidad de ejecutar tareas 

con suma atención y eficiencia, evitando retrasos o errores que puedan afectar la 

dinámica administrativa (Ríos, 2021). 
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Idoneidad en cargo: Se refiere a la capacidad que es demostrada por una 

persona para poder desempeñar su función de forma solvente (Yovera, 2022). 

Lealtad institucional activa: Se encarga de representar el compromiso 

del colaborador para poder cumplir a cabalidad los objetivos de orden estatal 

(Ojeda, 2021). 

Rectitud en funciones: Describe aquella obligación que se tiene para la 

ejecución de tareas que son asignadas sin desviaciones que puedan llegar a 

comprometer el nivel de legalidad (Velarde, 2023). 

Respeto normativo estricto: Comprende a toda aquella obligación que se 

tiene de poder acatar de forma rigurosa el marco regulatorio aplicable (Paucar, 

2025). 

Transparencia en decisiones: Alude a toda necesidad de hacer uso de 

criterios que sean verificables y claros, evitando la opacidad de decisión en los 

cargos públicos (Niño, 2023). 

Vocación de servicio: Comprende a toda disposición constante en donde 

el trabajador debe de orientar su labor hacia el beneficio colectivo (Guamán y 

Pérez, 2025). 



21 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO III 

MÉTODO 

3.1. Tipo de investigación 

En coherencia con un tipo de investigación básico, este fue considerado de 

este modo por intentar orientar el contenido de análisis hacia una comprensión 

teórica propia del fenómeno de estudio considerado. Villanueva (2022), lo 

establecen como aquella explicación que se pretende dar hacia un problema con la 

finalidad de que una situación específica pueda ser comprendida a cabalidad. 

3.2. Diseño de investigación 

En coherencia con el diseño correlacional, no experimental y transversal, 

este permitió examinar el problema de estudio en base a la relación simultánea 

alcanzada entre cada una de las variables de investigación dentro de un contexto 

único, en donde la manipulación de las variables llegó a ser impedida por el 

investigador, debido a que este solo buscó entender un contexto real de análisis 

(Villanueva, 2022). 

Figura 1  

Diagrama de relación 
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Nota: M, muestra, R, relación, V1, V2, variables 

3.3. Población y muestra 

Población: De acuerdo con la población de investigación, fue representada 

por un total de 86 operadores de justicia, involucrando con ello a fiscales, 

abogados o jueces que se encuentren ligados o con conocimiento pleno en casos 

relacionados con la responsabilidad administrativa y la ética en funcionarios 

públicos, sobre los que se haya podido tener contacto directo. Villanueva (2022), 

lo expone como una serie de unidades participativas que cuentan con 

características definidas que conforman una referencia principal sobre la cual se 

obtenga información sistemática. 

Muestra: El tipo de muestra involucrada fue la censal, siendo 

representada por 86 operadores de justicia, involucrando con ello a fiscales, 

abogados o jueces que se encuentren ligados o con conocimiento pleno en casos 

relacionados con la responsabilidad administrativa y la ética en funcionarios 

públicos, sobre los que se haya podido tener contacto directo. Villanueva (2022), 

lo define como aquella configuración de la investigación, en donde se pueden 

incorporar a todos los elementos que se encuentran disponibles dentro de un grupo 

de estudio determinado, pudiendo garantizar un análisis íntegro de la población de 

estudio. 

Muestreo: De acuerdo con el muestreo, este fue el intencional, 

estableciendo una selección deliberada de participantes, con la finalidad de que 

estos puedan cumplir con una serie de atributos que lleguen a generar aportes a la 

investigación. Villanueva (2022), lo define como aquella pertinencia de 

información que son capaces de brindar los participantes, con la finalidad de tener 

representación y distribución estadística fiable. 

Criterios de inclusión 

Operadores jurídicos con experiencia en procesos disciplinarios públicos. 

Profesionales que ejerzan funciones activas dentro del Distrito Judicial de 

Puno. 
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Participantes con intervención previa en casos vinculados a ética 

funcional. 

Criterios de exclusión 

Abogados sin práctica actual en entornos jurisdiccionales. 

Operadores que solo desarrollen labores consultivas externas. 

Profesionales con participación limitada a ámbitos no administrativos. 

3.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

Técnicas: De acuerdo con la técnica de recolección de información, esta 

fue la encuesta, debido a que Villanueva (2022), lo expone como una técnica que 

se basa en recolectar información por medio del planteamiento de una serie de 

interrogantes estructuradas en dirección con las características que tienen los 

participantes seleccionados dentro del estudio. 

Instrumento: En cuanto al instrumento empleado, este tuvo una 

representación de 15 preguntas para el caso de la responsabilidad administrativas, 

considerando a 5 preguntas por cada una de las dimensiones de estudio, en donde 

la escala fue la ordinal tipo Likert. Este tipo de características fueron replicadas en 

el caso del instrumento para el caso de la variable ética en funcionarios públicos, 

con un total de 15 preguntas, considerando a 5 preguntas por cada una de las 

dimensiones expuestas y contando con la escala ordinal tipo Likert. Villanueva 

(2022), la define como un conjunto organizado de preguntas que se encuentran 

diseñadas para obtener respuestas de orden homogéneo y que sean de fácil 

comparación para una medición sistemática. 

Validación: En el caso de la validez, esta quedó expresada por haber sido 

de tipo concurrente, en donde la intención de ello fue el de exponer en el anexo 5 

las fichas técnicas de instrumento, las cuales han manifestado a autores que han 

sido referencia directa de la construcción del instrumento de recojo de datos, con 

la finalidad de que se pueda fortalecer la credibilidad de construcción de estos. 

Villanueva (2022), lo señala como un medio que se encarga de fortalecer la 



24 

 

construcción del proceso de obtención de datos, por haber coincidencia temática 

respecto a otra referencia que es aceptada para el análisis del mismo tributo. 

Confiabilidad: En el anexo 4, se ha considerado la exposición del grupo 

piloto con la intención de que se pueda demostrar la cohesión interna de cada uno 

de los ítems planteados, al tener un valor de confiabilidad superior a 0.70. 

Villanueva (2022), lo establece como aquella cohesión que es alcanzada por una 

serie de cuestionamientos, en base a la medición de un mismo eje del problema. 

Tabla 1  

Confiabilidad 

 Valor Estado 

Variable 1 0.839 

Confiable Variable 2 0.871 

Ambas variables 0.914 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

3.5. Técnicas de procesamiento y análisis de datos 

La información obtenida de las respuestas ofrecidas por cada uno de los 

participantes, fueron pasadas hacia el programa Excel, con la finalidad de que esto 

permita la conformación de una base de datos que tenga representación numérica, 

en donde se exportó hacia el programa SPSS V 26.00, con la intención de hacer 

uso de la estadística descriptiva para exponer información por medio de 

porcentajes y frecuencias. Mientras que, en el caso de la demostración de 

relaciones, esta sirvió para calcular el valor de sigma, en donde una representación 

que llegue a ser inferior a 0.050 confirmó la existencia de un comportamiento 

conjunto entre las variables de estudio. 
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CAPÍTULO IV 

PRESENTACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS RESULTADOS 

4.1. Presentación de resultados por variables 

Tabla 2  

Análisis de la variable Responsabilidad administrativa 

 F % 

Nivel bajo 36 41.9% 

Nivel medio 48 55.8% 

Nivel alto 2 2.3% 

Total 86 100.0% 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Figura 2  

Análisis de la variable Responsabilidad administrativa 
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Nota: Procesado en SPSS V26.00 

El comportamiento de la variable Responsabilidad administrativa 

evidenció que el 55.8% de operadores de derecho se ubicó en nivel medio, lo que 

representó al grupo mayoritario dentro del estudio, mientras que un 41.9% 

correspondió al nivel bajo, reflejando percepciones con limitaciones respecto al 

cumplimiento de deberes funcionales. Solo el 2.3% alcanzó nivel alto, cifra que 

mostró una presencia reducida de prácticas consolidadas en la materia evaluada. 

Tales resultados indicaron predominio de valoraciones intermedias sobre el 

desempeño administrativo. 

Tabla 3  

Análisis de la dimensión Faltas administrativas no graves 

 F % 

Nivel bajo 32 37.2% 

Nivel medio 49 57.0% 

Nivel alto 5 5.8% 

Total 86 100.0% 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Figura 3  

Análisis de la dimensión Faltas administrativas no graves 

 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

En relación con la dimensión Faltas administrativas no graves, se 

identificó que el 57.0% de los encuestados se concentró en nivel medio, 
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constituyendo la tendencia principal en la valoración del fenómeno. Un 37.2% se 

ubicó en nivel bajo, lo que reveló debilidades en el reconocimiento de conductas 

irregulares de menor entidad. Solo el 5.8% alcanzó nivel alto, proporción que 

evidenció escasa interiorización de criterios preventivos frente a este tipo de 

faltas. 

Tabla 4  

Análisis de la dimensión Faltas administrativas graves 

 F % 

Nivel bajo 34 39.5% 

Nivel medio 42 48.8% 

Nivel alto 10 11.6% 

Total 86 100.0% 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Figura 4  

Análisis de la dimensión Faltas administrativas graves 

 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Los datos sobre Faltas administrativas graves mostraron que el 48.8% de 

los participantes se situó en nivel medio, porcentaje que reflejó comprensión 

parcial de la severidad de tales conductas. El 39.5% correspondió al nivel bajo, 

indicador de limitaciones para identificar infracciones de mayor impacto, mientras 

que el 11.6% alcanzó nivel alto, cifra que evidenció presencia minoritaria de 

valoraciones rigurosas frente a comportamientos sancionables de gravedad. 
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Tabla 5  

Análisis de la dimensión Etapa de investigación 

 F % 

Nivel bajo 30 34.9% 

Nivel medio 49 57.0% 

Nivel alto 7 8.1% 

Total 86 100.0% 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Figura 5  

Análisis de la dimensión Etapa de investigación 

 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Respecto a la dimensión Etapa de investigación, el 57.0% se ubicó en nivel 

medio, resultado que evidenció apreciaciones moderadas sobre el desarrollo de los 

procedimientos indagatorios. Un 34.9% se encontró en nivel bajo, manifestando 

debilidades en el conocimiento de las actuaciones preliminares, y solo el 8.1% 

alcanzó nivel alto, lo que indicó limitada percepción favorable sobre la 

conducción de las investigaciones administrativas en el ámbito evaluado. 
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Tabla 6  

Análisis de la variable Ética en funcionarios públicos 

 F % 

Nivel bajo 40 46.5% 

Nivel medio 44 51.2% 

Nivel alto 2 2.3% 

Total 86 100.0% 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Figura 6  

Análisis de la variable Ética en funcionarios públicos 

 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

La variable Ética en funcionarios públicos presentó un 51.2% en nivel 

medio, configurándose como la valoración predominante entre los operadores de 

derecho. El 46.5% se situó en nivel bajo, reflejando cuestionamientos relevantes 

sobre el comportamiento ético, mientras que apenas el 2.3% alcanzó nivel alto, 

dato que evidenció reducida presencia de apreciaciones plenamente favorables 

respecto a la integridad y conducta moral de los servidores evaluados. 
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Tabla 7  

Análisis de la dimensión Principios del servidor 

 F % 

Nivel bajo 36 41.9% 

Nivel medio 43 50.0% 

Nivel alto 7 8.1% 

Total 86 100.0% 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Figura 7  

Análisis de la dimensión Principios del servidor 

 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

En la dimensión Principios del servidor, el 50.0% de los encuestados se 

ubicó en nivel medio, expresando aceptación parcial de los fundamentos rectores 

del servicio público. El 41.9% correspondió al nivel bajo, lo que mostró 

insuficiencias en la asimilación de dichos principios, y el 8.1% alcanzó nivel alto, 

porcentaje que reveló una minoría con valoración sólida sobre la observancia de 

deberes y pautas de actuación institucional. 
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Tabla 8  

Análisis de la dimensión Valores institucionales 

 F % 

Nivel bajo 31 36.0% 

Nivel medio 41 47.7% 

Nivel alto 14 16.3% 

Total 86 100.0% 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Figura 8  

Análisis de la dimensión Valores institucionales 

 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Los resultados sobre Valores institucionales indicaron que el 47.7% se 

ubicó en nivel medio, representando la posición mayoritaria frente a la 

interiorización de normas axiológicas. Un 36.0% se situó en nivel bajo, reflejando 

debilidades en la apropiación de valores organizacionales, mientras que el 16.3% 

alcanzó nivel alto, cifra que evidenció presencia moderada de percepciones 

positivas acerca de la coherencia entre conducta personal y lineamientos 

institucionales. 
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Tabla 9  

Análisis de la dimensión Responsabilidades institucionales 

 F % 

Nivel bajo 34 39.5% 

Nivel medio 43 50.0% 

Nivel alto 9 10.5% 

Total 86 100.0% 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

Figura 9  

Análisis de la dimensión Responsabilidades institucionales 

 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

En la dimensión Responsabilidades institucionales, el 50.0% de los 

participantes se concentró en nivel medio, lo que mostró comprensión parcial de 

las obligaciones asignadas. El 39.5% se ubicó en nivel bajo, evidenciando vacíos 

respecto al cumplimiento de funciones, y el 10.5% alcanzó nivel alto, porcentaje 

que reflejó reconocimiento limitado de compromisos institucionales, configurando 

un escenario donde predominaron apreciaciones intermedias sobre el ejercicio 

responsable del cargo. 
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4.2. Contrastación de hipótesis 

Prueba de normalidad 

Tabla 10  

Prueba de normalidad 

 
Kolmogorov Smirnov 

Estadístico Gl Sig. 

Responsabilidad administrativa 0.350 86 0.000 

Ética en funcionarios públicos 0.326 86 0.000 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

En cuanto a la demostración del comportamiento de los datos, estos 

tuvieron una tendencia no paramétrica por haber alcanzado el valor de sigma 

inferior a 0.050, con lo cual se ha confirmado el uso que se le puede dar al valor 

de Rho de Spearman, en referencia con el cálculo de relaciones. 

Prueba de correlación 

Objetivo general 

Tabla 11  

Relación entre “Responsabilidad administrativa” y “Ética en funcionarios 

públicos” 

 Ética en funcionarios públicos 

Responsabilidad 

administrativa 

Correlación 0.741 

Sigma 0.000 

N 86 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

La relación ha quedado demostrada por haber alcanzado un valor de sigma 

que fue inferior a 0.050, en donde el comportamiento relacional ha sido 

compatible con tener un valor numérico de 0.741, siendo positiva y considerable. 
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Objetivo específico 1 

Tabla 12  

Relación entre “Faltas administrativas no graves” y “Ética en funcionarios 

públicos” 

 Ética en funcionarios públicos 

Faltas administrativas 

no graves 

Correlación 0.707 

Sigma 0.000 

N 86 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

La relación ha quedado demostrada por haber alcanzado un valor de sigma 

que fue inferior a 0.050, en donde el comportamiento relacional ha sido 

compatible con tener un valor numérico de 0.707, siendo positiva y considerable. 

Objetivo específico 2 

Tabla 13  

Relación entre “Faltas administrativas graves” y “Ética en funcionarios 

públicos” 

 Ética en funcionarios públicos 

Faltas administrativas 

graves 

Correlación 0.725 

Sigma 0.000 

N 86 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 

La relación ha quedado demostrada por haber alcanzado un valor de sigma 

que fue inferior a 0.050, en donde el comportamiento relacional ha sido 

compatible con tener un valor numérico de 0.725, siendo positiva y considerable. 

Objetivo específico 3 

Tabla 14  

Relación entre “Etapa de investigación” y “Ética en funcionarios públicos” 

 Ética en funcionarios públicos 

Etapa de investigación 

Correlación 0.713 

Sigma 0.000 

N 86 

Nota: Procesado en SPSS V26.00 
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La relación ha quedado demostrada por haber alcanzado un valor de sigma 

que fue inferior a 0.050, en donde el comportamiento relacional ha sido 

compatible con tener un valor numérico de 0.713, siendo positiva y considerable. 

4.3. Discusión de resultados 

En relación con objetivo general, los resultados mostraron que hay 

relación existente entre la responsabilidad administrativa y la ética de funcionarios 

públicos, de acuerdo con operadores de derecho del Distrito Judicial de Puno, 

2025; dado la obtención de una sigma de 0.000 y un Rho=0.741. Estos resultados 

vienen a significar que, este aspecto comprende la verificación de los actos o las 

omisiones que pueden alterar no solo la regularidad del servicio en sí mismo, sino 

que exige el poder determinar si es que el comportamiento vulnera los principios 

relacionados con la disciplina, eficiencia y probidad. 

Estos resultados reflejaron ser análogos con la aportación de Ríos (2021), 

quien ha revelado que, la gestión de la ética (GE) guarda asociación con el 

desempeño del funcionario público, dado a una Rho=0.874 y una sigma <0.05. En 

afinidad a ello, los hallazgos de esta investigación tienen conexión con las 

derivaciones adquiridas, debido a que los elementos valorados se asocian. De 

forma análoga, Ojeda (2021), ha determinado que, la designación de funcionarios 

tiene asociación positiva con la responsabilidad administrativa.  

En relación con lo citado, se ha percibido que, esta figura llega a 

incorporar una serie de procedimientos que se encuentran destinados hacia la 

examinación con rigor de la actuación funcional, llegando a establecer si es que 

corresponde la asignación de medidas correctivas centradas en el restablecimiento 

de la legalidad y el orden interno. 

Fortaleciendo la temática, Bezes et al. (2025), la responsabilidad 

administrativa se comprende como aquella serie de consecuencias jurídicas que 

llegan a surgir cuando un servidor público alcanza a incumplir aquellos deberes 

derivados del ejercicio de sus funciones, pudiendo generar la necesidad de valorar 

no solo su conducta, sino su nivel de cumplimiento normativo que rige la 

actividad del Estado. Igualmente, Maring et al. (2025), han mencionado que, la 
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ética en funcionarios públicos alude a una serie de parámetros que se encargan de 

orientar la conducta de aquellos que ejercen funciones para el estado, permitiendo 

que se pueda asegurar que toda decisión se encuentre ajustada hacia criterios de 

rectitud, probidad y servicio hacia la ciudadanía. Además, la Teoría de la función 

administrativa desarrollada por Otto Mayer brinda un sustento que sea sólido para 

la comprensión del modo en el que la actividad estatal requiere de parámetros que 

permita la orientación del ejercicio del poder según los criterios centrados en la 

rectitud y la legalidad (Güechá y Güechá, 2021). 

Referente al objetivo específico 1, se corroboró que hubo relación 

existente entre la dimensión faltas administrativas no graves y la ética de 

funcionarios públicos; debido a que se obtuvo una sigma de 0.007 y un 

Rho=0.707. Lo adquirido refleja que, este tipo de infracciones alcanza a surgir 

cuando el funcionario llega a incurrir hacia incumplimientos que pueden afectar al 

debido desarrollo de sus deberes, sin que se llegue a comprometer principios 

indispensables del servicio. 

Lo señalado guardó afinidad con lo expuesto en la indagación presentada 

por Velarde (2023), quienes han señalado que, la responsabilidad administrativa 

(RA) tiene asociación directa con la potestad sancionadora (PS) de la Contraloría. 

Acorde con lo presentado, los hallazgos de esta investigación tienen conexión con 

las secuelas que fueron conseguidas, debido a que los elementos evaluados se 

asocian. Por su parte, Yovera (2022), ha manifestado que, la ética tiene asociación 

con el servicio público (SP) de los funcionarios, tras una sigma <0.05 y una 

Rho=0.813. 

Acorde con lo exhibido, se ha podido entender que, este apartado se 

encuentra centrado en la examinación de comportamientos que dejan en evidencia 

descuidos, desatención en las funciones o la vulneración de menores hacia los 

lineamientos internos, centrándose en la prevención antes que en la sanción de 

tipo severa. Además, la valoración administrativa se encuentra determinada en el 

hecho de si corresponde la aplicación de advertencias, recomendaciones formales 

o demás medidas que se encuentran ligadas hacia la mejora de la conducta 

funcional. 
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Reforzando la temática, Cruz (2025), ha mencionado que, las faltas 

administrativas no graves alcanzan a comprender una serie de conductas que tiene 

una menor severidad, debido a que estas no alteran de forma sustancial el 

funcionamiento del orden institucional, requiriendo de una respuesta de forma 

formal para poder establecer el respeto y el orden interno. Asimismo, Martin 

(2025), han revelado que, la exigencia ética considera no sólo la valoración y 

cumplimiento de las reglas, sino que se halla ligado con la internalización de 

valores que puedan prevenir conflictos de interés, abusos en la posición y una 

serie de decisiones que puedan llegar a afectar la integridad de la entidad. 

Además, la Teoría del Garantismo jurídico formulada por Luigi Ferrajoli brinda 

un marco conceptual que se halla centrado en poder asegurar que el ejercicio de la 

autoridad se encuentre subordinado hacia una serie de reglas (Bris, 2025). 

En respuesta al objetivo específico 2, se expone que hay relación existente 

entre la dimensión faltas administrativas graves y la ética de funcionarios 

públicos; debido a una significancia menor a 0.05 y un Rho=0.725. La obtención 

de estos resultados expone que, estas infracciones se manifiestan cuando el 

servidor incurre en conductas que comprometen la legalidad, la ética o la 

eficiencia del servicio, exigiendo una revisión exhaustiva para determinar su 

alcance.   

Los resultados que se han alcanzado tienen vinculación con la 

investigación de Heredia y Alvear (2025), quien ha expuesto que, es crucial 

concertar leyes, mejorar los protocolos de transparencia, así como capacitar para 

garantizar reglamentos convenientes, procesos equitativos y la obediencia a los 

principios constitucionales. En afinidad con esto, los hallazgos de esta 

investigación presentan coincidencia con las derivaciones adquiridas, dado que los 

elementos evaluados se asocian. Por su parte, Morante (2024), ha determinado 

que, se identificaron insuficientes componentes para la prevenir problemas de 

intereses, así como limitaciones en cuanto a la accesibilidad y eficiencia de los 

componentes de transparencia. 

Según lo exhibido anteriormente, se ha podido comprender que, cuando se 

habla de este tipo de incumplimiento, es que este incurre en requerir de un análisis 
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de alta rigurosidad de los hechos, con la finalidad de que se pueda validar la 

afectación que se ha hecho hacia un organismo del estado, en donde esto 

involucra la pérdida de confianza, inadecuado funcionamiento de la 

administración pública o la afectación hacia bienes de orden público. 

Para potenciar la temática, Fonseca (2025), ha señalado que, las faltas 

administrativas graves abarcan actuaciones que vulneran de forma significativa 

deberes funcionales, generando afectaciones directas a los principios que 

estructuran la actividad estatal. Igualmente, Maring et al. (2025), han definido 

que, la noción se halla integrada por una serie de elementos que permiten valorar 

si es que la actuación por parte de las personas del estado demuestra 

responsabilidad, imparcialidad y un compromiso que llegue a ser genuino hacia el 

bienestar común. Además, la Teoría de la función administrativa desarrollada por 

Otto Mayer brinda un sustento que sea sólido para la comprensión del modo en el 

que la actividad estatal requiere de parámetros que permita la orientación del 

ejercicio del poder según los criterios centrados en la rectitud y la legalidad 

(Güechá y Güechá, 2021). 

En cuanto al objetivo específico 3, se corroboró que hay relación existente 

entre la dimensión etapa de investigación y la ética de funcionarios públicos; 

debido a que se obtuvo una sigma <0.05 y un Rho=0.713. Lo adquirido refleja 

que, en esta fase se determinan los elementos que permiten establecer si la 

conducta atribuida al trabajador se adecúa a alguna categoría disciplinaria.  

Lo expuesto guardó analogía con lo planteado en la investigación 

presentada por Paucar (2025), ha revelado que, el desconocimiento de las reglas 

de prescripción en los procesos administrativos disciplinarios perjudica los 

derechos al debido proceso administrativo. Acorde con lo descrito, los hallazgos 

de esta investigación presentan coincidencia con las derivaciones adquiridas, dado 

que los elementos examinados se vinculan. En otra perspectiva, Salazar y Herrera 

(2025), han revelado que, la inobservancia de los principios antedichos ha 

contribuido al soborno, a la malversación de recursos, así como al tráfico de 

influencias, causando efectos negativos para el desarrollo ecuatoriano.  
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Según lo exhibido, se ha podido entender que, esta fase cumple un papel 

decisivo para asegurar que la valoración disciplinaria se sustente en datos 

verificables y en un análisis cuidadoso de los hechos. La autoridad administrativa 

debe indagar con precisión la naturaleza del comportamiento, la existencia de 

normas vulneradas y la magnitud de la afectación institucional. 

Fortaleciendo la temática, Jungkunz y Schickhardt (2025), han indicado 

que, la etapa de investigación constituye el proceso mediante el cual la 

administración recopila información necesaria para esclarecer hechos vinculados a 

presuntas infracciones funcionales. Asimismo, Mudher et al. (2025), han señalado 

que, la ética relacionada con el ejercicio público puede operar como un pilar 

indispensable para la consolidación de la calidad del servicio y la confianza que se 

tiene hacia la ciudadanía de entidades estatales. Además, la Teoría del Garantismo 

jurídico formulada por Luigi Ferrajoli brinda un marco conceptual que se halla 

centrado en poder asegurar que el ejercicio de la autoridad se encuentre 

subordinado hacia una serie de reglas (Bris, 2025). 
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CAPÍTULO V 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

5.1. Conclusiones 

1. La responsabilidad administrativa y la ética en funcionamientos 

públicos expusieron una relación de 0.741 en referencia a que, el ejercicio 

cotidiano del cargo requiere de tomar decisiones que se encuentren en coherencia 

con los deberes y la normas, entendiendo que la conducta moral del servidor llega 

a estar relacionada con la forma en la que estos asumen sus obligaciones de 

manera formal, debido a que una actuación guiada por medio de principios 

minimiza espacios de discrecionalidad indebida y con ello, se puede fortalecer el 

cumplimiento de tareas que son asignadas, conllevando a la generación de 

coherencia entre el proceder personal y los requerimientos del marco 

administrativo. 

2. Las faltas administrativas no graves y la ética en funcionamientos 

públicos expusieron una relación de 0.707 en referencia a que, las irregularidades 

de menor entidad suelen originarse por medio de prácticas rutinarias carentes de 

supervisión, entendiendo que la solidez de los valores personales llega a actuar 

como un freno claro en cuanto a descuidos frecuentes, de modo que la 

interiorización de criterios de probidad conlleva a que se pueda reconocer con un 

mayor nivel de anticipación, comportamientos que aunque pueden ser leves, 

pueden llegar a generar una afectación clara a la confianza dentro del orden 

institucional y a la calidad de los servicios ofrecidos a la ciudadanía. 



41 

 

3. Las faltas administrativas graves y la ética en funcionamientos 

públicos expusieron una relación de 0.725 en referencia a que, las transgresiones 

de mayor nivel de severidad incurren decisiones conscientes que puedan vulnerar 

deberes fundamentales, la firmeza de convicciones éticas puede operar como una 

barrera en cuanto a tentaciones de beneficio particular, pudiendo explicar con ello 

que los servidores con mayor sentido de rectitud alcancen a presentar menor 

propensión a contar con conductas que alcancen a comprometer la legitimidad de 

la función pública y de legalidad. 

4. La etapa de investigación y la ética en funcionamientos públicos 

expusieron una relación de 0.713 en referencia a que, la fase indagatoria demanda 

objetividad y equilibrio para esclarecer hechos, el talante moral de quienes 

intervienen condiciona la forma de valorar evidencias y testimonios, favoreciendo 

procedimientos más transparentes cuando predomina un compromiso genuino con 

la verdad, lo cual atenúa sesgos personales y refuerza la credibilidad de las 

actuaciones desarrolladas.
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5.2. Recomendaciones 

1. Con miras a fortalecer estándares de conducta verificables, el Jefe 

de la Oficina Desconcentrada de Control de la Magistratura de Puno debería de 

disponer la conformación de una matriz de riesgos disciplinarios por puestos y 

procesos, conformada por insumos de operadores de derecho y contrastada por 

medio de expedientes que se han cerrado en el último año. La medida conllevaría 

a que se focalicen controles en puntos críticos y con ello, poder asegurar que el 

desempeño de los funcionarios públicos mantenga consistencia con deberes de 

tipo funcional, minimizando espacios de discrecionalidad y mejorando la 

trazabilidad de decisiones de carácter interno. 

2. Bajo un enfoque preventivo de baja carga operativa, el Jefe de la 

Oficina Desconcentrada de Control de la Magistratura de Puno podría llegar a 

instaurar un sistema de alertas tempranas basado en diferentes patrones de 

reiteración de conductas menores que son registradas en base a actas, quejas y 

reportes internos, poniendo como prioridad dependencias con un mayor nivel de 

recurrencia de acuerdo con operadores de derecho. Este tipo de mecanismo podría 

facilitar intervenciones oportunas acerca de funcionarios públicos antes de que se 

alcancen a acumular incumplimientos, poniendo como principal refuerzo a hábitos 

de corrección inmediata y aumentando la consistencia del comportamiento 

institucional. 

3. A fin de cerrar brechas en el reproche de conductas de mayor 

entidad, el Presidente de la Corte Superior de Justicia de Puno debería de aprobar 

directrices internas de coordinación interáreas y de derivación para casos con 

indicios de transgresión severa, fijando plazos y responsables por tramo, con un 

mayor grado de supervisión documental periódica. La acción permitiría que los 

funcionarios públicos puedan actuar con criterios que sean uniformes ante la 

existencia de hechos graves, reduciendo decisiones contradictorias y fortaleciendo 

con ello, la confianza de operadores de derecho en la reacción institucional en 

cuanto a conductas poco éticas. 
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4. Cuando se busque asegurar integridad procesal en actuaciones 

indagatorias, el Presidente de la Corte Superior de Justicia de Puno tendría que 

disponer un protocolo de custodia digital y registro cronológico de actuaciones, 

con sellado de tiempo y control de accesos para cada expediente. Tal ajuste 

ordenaría la secuencia de diligencias, dificultaría alteraciones posteriores y daría a 

los operadores de derecho mayor certeza sobre la regularidad del trámite, 

promoviendo que los funcionarios públicos sostengan criterios objetivos durante 

el desarrollo del procedimiento. 
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ANEXOS 

Anexo 1 Matriz de consistencia de la investigación 

Problemas de investigación Objetivos de investigación Hipótesis de investigación Variables Metodología 

Problema general Objetivo general Hipótesis general Variable 1 

Tipo de investigación 

Tipo básica 

Diseño de la 

investigación: 

Diseño no experimental, 

correlacional, transversal 

Población y muestra 

Población: 

86 operadores de justicia 

Muestra: 

86 operadores de justicia 

Tipo de muestra  

Censal 

Técnica de recolección 

de datos 

Encuesta 

Instrumento 

Cuestionario 

¿Qué relación existe entre la 

responsabilidad administrativa y 

la ética de funcionarios públicos, 

de acuerdo con operadores de 

derecho del Distrito Judicial de 

Puno, 2025? 

Determinar la relación existente 

entre la responsabilidad 

administrativa y la ética de 

funcionarios públicos, de 

acuerdo con operadores de 

derecho del Distrito Judicial de 

Puno, 2025 

Existe relación significativa entre 

la responsabilidad administrativa 

y la ética de funcionarios públicos, 

de acuerdo con operadores de 

derecho del Distrito Judicial de 

Puno, 2025 

Responsabilidad 

administrativa 

Problemas específicos Objetivos específicos Hipótesis específicas Dimensiones 

• ¿Qué relación existe 

entre la dimensión faltas 

administrativas no graves y la 

ética de funcionarios públicos, 

de acuerdo con operadores de 

derecho del Distrito Judicial de 

Puno, 2025? 

• ¿Qué relación existe 

entre la dimensión faltas 

administrativas graves y la ética 

de funcionarios públicos, de 

acuerdo con operadores de 

derecho del Distrito Judicial de 

Puno, 2025? 

• ¿Qué relación existe 

entre la dimensión etapa de 

investigación y la ética de 

funcionarios públicos, de 

• Establecer la relación 

existente entre la dimensión 

faltas administrativas no graves 

y la ética de funcionarios 

públicos, de acuerdo con 

operadores de derecho del 

Distrito Judicial de Puno, 2025 

• Establecer la relación 

existente entre la dimensión 

faltas administrativas graves y 

la ética de funcionarios 

públicos, de acuerdo con 

operadores de derecho del 

Distrito Judicial de Puno, 2025 

• Establecer la relación 

existente entre la dimensión 

etapa de investigación y la ética 

de funcionarios públicos, de 

• Existe relación 

significativa entre la dimensión 

faltas administrativas no graves y 

la ética de funcionarios públicos, 

de acuerdo con operadores de 

derecho del Distrito Judicial de 

Puno, 2025 

• Existe relación 

significativa entre la dimensión 

faltas administrativas graves y la 

ética de funcionarios públicos, de 

acuerdo con operadores de 

derecho del Distrito Judicial de 

Puno, 2025 

• Existe relación 

significativa entre la dimensión 

etapa de investigación y la ética 

de funcionarios públicos, de 

Faltas administrativas no 

graves 

Faltas administrativas graves 

Etapa de investigación 

Variable 2 

Ética en funcionarios 

públicos 

Dimensiones 

Principios del servidor 

Valores institucionales 

Responsabilidades 

institucionales 
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acuerdo con operadores de 

derecho del Distrito Judicial de 

Puno, 2025? 

acuerdo con operadores de 

derecho del Distrito Judicial de 

Puno, 2025 

acuerdo con operadores de 

derecho del Distrito Judicial de 

Puno, 2025 
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Anexo 2 Instrumentos de investigación 

 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA Y ÉTICA EN FUNCIONARIOS 

PÚBLICOS, DE ACUERDO CON OPERADORES DE DERECHO DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE PUNO, 2025 

PRESENTACIÓN: 

Buenos días, se está desarrollando un estudio que busca Determinar la relación 

existente entre la responsabilidad administrativa y la ética de funcionarios 

públicos, de acuerdo con operadores de derecho del Distrito Judicial de Puno, 

2025 

INSTRUCCIONES: Lea cuidadosamente las preguntas y seleccione una 

respuesta según su apreciación. 

Totalmente en 

desacuerdo 

En 

desacuerdo 

Ni de acuerdo, 

ni en 

desacuerdo 

De acuerdo 
Totalmente 

de acuerdo 

1 2 3 4 5 

 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

N° Pregunta 1 2 3 4 5 

Faltas administrativas no graves 

1 

Las acciones ejecutadas en labores simples dentro de 

entidades públicas suelen desarrollarse con atención 

suficiente, evitando descuidos menores que podrían 

afectar el orden cotidiano y preservando la coherencia 

entre tareas rutinarias y normas administrativas 

vigentes. 

     

2 

Las obligaciones diarias en instituciones estatales 

acostumbran cumplirse con regularidad, manteniendo 

un ritmo funcional que permita atender procesos sin 

interrupciones innecesarias y garantizando continuidad 
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operativa en actividades administrativas habituales. 

3 

Las decisiones adoptadas en actividades de baja 

complejidad en organizaciones públicas se realizan 

atendiendo criterios prudentes que aseguran estabilidad 

en procedimientos menores y evitan que pequeñas 

acciones generen consecuencias indeseadas en la 

dinámica institucional. 

     

4 

Las funciones cotidianas desarrolladas en organismos 

estatales tienden a ejecutarse en los plazos razonables, 

promoviendo un flujo administrativo ordenado y 

evitando retrasos que dificulten la gestión general de 

procesos recurrentes. 

     

5 

Las interacciones funcionales dentro de entidades del 

sector público se conducen bajo pautas establecidas, 

favoreciendo el respeto por reglas básicas y 

minimizando la aparición de omisiones leves que 

puedan alterar la organización diaria de la institución. 

     

Faltas administrativas graves 

6 

Las actuaciones que provocan quiebres significativos 

en entidades públicas suelen demandar respuestas 

estrictas, debido a que generan repercusiones 

profundas que comprometen la estructura organizativa 

y afectan la confianza depositada en la administración 

estatal. 

     

7 

Los hechos que constituyen vulneraciones de alta 

severidad dentro del sector público requieren una 

valoración rigurosa, considerando que su impacto 

puede alterar procesos esenciales e incidir directamente 

en la legitimidad institucional. 

     

8 

Las acciones que configuran afectaciones críticas en 

organismos estatales acostumbran evidenciar un riesgo 

elevado, dado que modifican el funcionamiento regular 

e introducen consecuencias que superan el ámbito de 

un incumplimiento ordinario. 

     

9 

Las infracciones catalogadas como graves en el ámbito 

público suelen asociarse con alteraciones estructurales, 

pues generan daños relevantes que requieren 

mecanismos de control firmes para resguardar el orden 

administrativo general. 

     

10 

Las conductas severas detectadas en instituciones 

estatales acostumbran desencadenar efectos de gran 

alcance, debido a que comprometen funciones 

esenciales y afectan decisiones que inciden en la 

operación regular del aparato administrativo. 

     

Etapa de investigación 

11 

La fase destinada a reunir documentos en procesos 

públicos suele consolidarse como un primer filtro, 

permitiendo identificar hechos relevantes y orientar las 
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verificaciones posteriores hacia la determinación de 

responsabilidades administrativas. 

12 

La revisión preliminar de información en 

procedimientos estatales se ejecuta para precisar 

elementos centrales del caso, asegurando que las 

decisiones iniciales respondan a evidencias verificables 

y no a conjeturas sin sustento. 

     

13 

El estudio inicial de registros documentales en 

entidades públicas contribuye a establecer la 

coherencia de los hechos, permitiendo delimitar el tipo 

de conducta evaluada y facilitando la posterior 

clasificación disciplinaria. 

     

14 

El análisis temprano de actuaciones administrativas 

permite ordenar datos esenciales, fortaleciendo la 

comprensión de los sucesos y garantizando que la 

etapa posterior cuente con insumos suficientes para 

evaluar posibles faltas. 

     

15 

La recopilación sistemática de antecedentes en 

procedimientos estatales se desarrolla para identificar 

conexiones relevantes entre actuaciones y normas, 

ofreciendo una base inicial que orienta decisiones 

tempranas dentro del proceso disciplinario. 

     

 

ÉTICA EN FUNCIONARIOS PÚBLICOS 

N° Pregunta 1 2 3 4 5 

Principios del servidor 

1 

La actuación coherente con principios funcionales 

promueve que cada decisión adoptada en instituciones 

públicas responda a estándares de integridad, 

asegurando consistencia entre el deber asumido y el 

desempeño cotidiano. 

     

2 

La rectitud demostrada en la toma de decisiones dentro 

del sector estatal contribuye a fortalecer la legitimidad 

institucional, generando un marco de actuación que 

evita arbitrariedades y respalda la correcta gestión 

pública. 

     

3 

La práctica constante de valores asociados al buen 

ejercicio funcional impulsa comportamientos 

responsables, permitiendo que actos administrativos se 

mantengan alineados con el interés general y respeten 

criterios normativos establecidos. 

     

4 

La transparencia interna derivada de una conducta 

íntegra garantiza que cada intervención se ejecute bajo 

parámetros claros, reduciendo riesgos de distorsión en 

la decisión pública y consolidando confianza 
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ciudadana. 

5 

La adhesión permanente a principios orientadores en el 

servicio estatal permite que el trabajador mantenga 

coherencia ética, asegurando un desempeño 

equilibrado y adecuado frente a situaciones que exigen 

juicio responsable. 

     

Valores institucionales 

6 

La ejecución de procedimientos públicos bajo criterios 

de apertura informativa permite que la ciudadanía 

comprenda los alcances de cada actuación, 

fortaleciendo la percepción de orden y claridad en la 

administración estatal. 

     

7 

El trato brindado a quienes requieren servicios estatales 

suele reflejar el compromiso institucional con la 

dignidad de los usuarios, promoviendo relaciones 

respetuosas que consolidan un servicio justo y 

accesible. 

     

8 

La publicación clara de actos administrativos en 

entidades públicas favorece la supervisión ciudadana, 

evitando opacidades y facilitando que los procesos 

sean comprendidos sin barreras ni interpretaciones 

ambiguas. 

     

9 

La conducta orientada al respeto hacia quienes 

interactúan con la administración contribuye a 

mantener un ambiente equilibrado, donde las 

necesidades del usuario son atendidas bajo parámetros 

que refuerzan la confianza social. 

     

10 

La aplicación interna de valores organizacionales 

facilita la construcción de gestiones responsables, 

permitiendo que cada decisión se proyecte como un 

acto transparente, verificable y ajustado a la finalidad 

estatal. 

     

Responsabilidades institucionales 

11 

El cumplimiento ordenado de funciones esenciales 

dentro de instituciones públicas asegura que cada 

servidor responda a los compromisos establecidos, 

fortaleciendo la estructura operativa y evitando 

disrupciones en actividades cotidianas. 

     

12 

La observancia rigurosa de tareas asociadas al puesto 

contribuye a que la organización mantenga coherencia 

interna, garantizando que los procesos administrativos 

avanzan sin obstáculos ni retrasos innecesarios. 

     

13 

La ejecución de obligaciones asignadas en organismos 

estatales demuestra responsabilidad funcional, 

permitiendo que la gestión pública conserve estabilidad 

y responda oportunamente a las necesidades 

institucionales. 

     

14 La correcta atención de deberes formales en el      
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ejercicio del cargo promueve un entorno administrativo 

eficiente, disminuyendo riesgos de incumplimiento y 

asegurando la continuidad de actividades prioritarias. 

15 

La atención disciplinada de funciones esenciales en 

entidades públicas refuerza la capacidad institucional 

para mantener procesos ordenados, evitando 

contratiempos que afecten la prestación regular de 

servicios estatales. 

     

Gracias por su colaboración 
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Anexo 3 Base de datos 
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Anexo 4 Base de datos prueba piloto 

VARIABLE 1 

 

 

VARIABLE 2 
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AMBAS VARIABLES 
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Anexo 5 Ficha técnica de instrumento 

Variable: Responsabilidad administrativa 

Entidad que lo publica: Ethos Iuris 

Autor: Baños, A. 

Año: 2025 

Lugar: México 

Título: Responsabilidad administrativa de los servidores públicos en México 

Duración: 20 minutos 

Valoración: Para la presente investigación, se ha considerado la escala Likert de 

valoración 

Confiabilidad del instrumento: La confiabilidad del presente instrumento, se ha 

encontrado determinada a través del Alfa de Cronbach, en el que se mantuvo una 

valoración mayor a 0.70 

Profesionales validadores: Docentes de la Facultad de Derecho de la UNAM 

Link: http://revistas.uic.mx/index.php/ethosiuris/article/download/160/127 
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Variable: Ética en funcionarios públicos 

Entidad que lo publica: Caminos de Investigación 

Autor: Jara, L. y Orozco, V. 

Año: 2022 

Lugar: Ecuador 

Título: Aplicación del Código de Ética en funcionarios públicos y su relación en 

el ámbito laboral 

Duración: 20 minutos 

Valoración: Para la presente investigación, se ha considerado la escala Likert de 

valoración 

Confiabilidad del instrumento: La confiabilidad del presente instrumento, se ha 

encontrado determinada a través del Alfa de Cronbach, en el que se mantuvo una 

valoración mayor a 0.70 

Profesionales validadores: Docentes del Instituto Superior Tecnológico 

Honorable Consejo Provincial de Pichincha. 

Link: 

https://caminosdeinvestigacion.tecnologicopichincha.edu.ec/ojs/index.php/ci/articl

e/view/33 
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Anexo 6 Matriz de operacionalización 

Variable  Definición conceptual Definición operacional Dimensiones Indicadores Escala Instrumento 

Variable 1 

Responsabilidad 

administrativa 

Se entiende como el conjunto de 

obligaciones jurídicas que recaen 

sobre quienes ejercen funciones 

públicas, derivadas del cumplimiento 

estricto de deberes establecidos en 

normas que regulan su actuación 

(Baños, 2025). 

Ante la aplicación del 

cuestionario, la 

responsabilidad 

administrativa quedó 

fundamentada en 

coherencia con faltas no 

graves, graves y dentro de 

etapa de investigación, 

siendo obtenida esta 

información por medio de 

la valoración de los 

operadores de justicia. 

Faltas 

administrativas no 

graves 

Conductas funcionales 

básicas 

Cumplimiento cotidiano 

esperado 

Ordinal Cuestionario 

Faltas 

administrativas 

graves 

Transgresiones 

institucionales severas 

Incidencias de alta 

relevancia 

Etapa de 

investigación 

Recolección preliminar 

documental 

Análisis inicial 

procedimental 

Variable 2 

Ética en 

funcionarios 

públicos 

Corresponde al conjunto de principios 

orientadores que regulan la conducta 

del servidor estatal, sustentados en 

valores que guían su proceder frente a 

usuarios, colegas e instituciones (Jara 

y Orozco, 2022). 

Bajo el análisis de los 

principios del servidor, 

valores y 

responsabilidades 

institucionales, la ética en 

funcionarios públicos 

quedó bajo análisis ante 

el empleo del 

cuestionario en 

operadores de justicia. 

Principios del 

servidor 

Integridad en funciones 

Rectitud en decisiones 

Ordinal Cuestionario 

Valores 

institucionales 

Transparencia en gestiones 

Respeto hacia usuarios 

Responsabilidades 

institucionales 

Obligaciones del cargo 

Deberes administrativos 

esenciales 
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Anexo 7 Baremos 

Tabla 15  

Baremos de las variables y dimensiones 

 Nivel bajo Nivel medio Nivel alto 

Variable 1 (15 - 35) (36 - 55) (56 - 75) 

Variable 2 (15 - 35) (36 - 55) (56 - 75) 

Dimensiones 5 – 11 12 – 17 18 - 25 

 


